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Dominga: el duro informe en 
derecho de Javier Couso que 
cuestiona el nuevo rechazo del 
Comité de Ministros 
El abogado constitucionalista calificó como un hecho “inédito desde el retorno 
a la democracia (en 1990), que un ente integrado por nada menos que seis 
ministros de Estado haya incumplido una orden judicial precisa y determinada 
de un tribunal de la República”. 

VÍCTOR GUILLOU 

Sigue la guerrilla judicial por Dominga. 

Luego que Andes Iron arremetiera contra la 

resolución del Comité de Ministros que sig- 

nificó el tercer rechazo en dicha instancia al 

proyecto portuario-minero que busca produ- 

cir hierro y cobre en la comuna de La Higue- 

ra, Región de Coquimbo, la empresa -ligada 

ala familia Délano- presentó un nuevo infor- 

me en derecho ante el Primer Tribunal Am- 

biental (1TA). 

Esta vez, se trató de un documento elabo- 

rado por el abogado constitucionalista Javier 

Couso, que estuvo enfocado en “la buena fe 

de la administración”. El informe fue acom- 

pañado a través de un nuevo escrito presen- 

tado por la defensa de la empresa, que enca- 

bezan los abogados de FerradaNehme, Caro- 

la Salamanca y Patricio Leyton, en el cual 

enfatizan que “la Administración insiste en 

promover el loop interminable de judiciali- 

zación ambiental, ignorando la fuerza obli- 

gatoria de las sentencias de este I. Tribunal 

Ambiental”. 

El informe de Couso critica en duros térmi- 

nos elactual que ha tenido el gobierno, a tra- 

vés del Comité de Ministros y de su secreta- 

ría técnica, encabezada por la directora eje- 

cutiva del Servicio de Evaluación Ambiental 

(SEA), Valentina Durán. En ese sentido, el 

abogado calificó como un hecho “inédito 

desde el retorno a la democracia (en 1990), 

que un ente integrado por nada menos que 

seis ministros de Estado haya incumplido 

una orden judicial precisa y determinada de 

un tribunal de la República”. 

Agregó que “resulta inexplicable que el Co- 

mité haya esperado dos semanas para reunir- 

se a analizar los alcances de un fallo que dis- 

ponía prominentemente un plazo perento- 

rio de sólo 15 días hábiles para dictar una 

resolución que (como era de conocimiento 

público) debía ser expedida con una integra- 

ción de ministros no inhabilitados”. 

En su análisis, Couso remarcó que “la situa- 

ción imposible en que se puso el Comité fue 

el resultado de sus propias acciones (y omi- 

siones), y no de una contingencia imprevi- 

sible”. Según exponeen su informe, de36pá- 

ginas, “el Comité de Ministros dejó, motu pro- 

pio, transcurrir dos tercios del plazo total que 

le había fijado el Primer Tribunal Ambiental 

antes de reunirse por primera vez y advertir, 

a esas alturas, que la sentencia obligaba a to- 

dos sus integrantes a inhabilitarse, ponién- 

doseasíen la situación de arriesgar el incum- 

plimiento del plazo quese les había fijado por 

el órgano jurisdiccional”. 

Así, el abogado recuerda que, tras la deci- 

sión de los titulares del Comité de Ministros, 

y “complicando más lascosas (...) el SEA (en 

su calidad de Secretaría Técnica del Comité 

de Ministros) dejó pasar otros 3 días corridos 

adicionales para —recién el 26 de diciembre 

de 2024— hacer una presentación a la Con- 

traloría General de la República”, para defi- 

nir las subrogaciones. 

En esa línea, el informe además tilda de “ac- 

titud poco diligente” el actuar del Comité de 
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Ministros, refutando declaraciones emitidas 

por Maximiliano Proaño, ministro (s) de Me- 

dio Ambiente, que defendió que el gobierno 

estaba cumpliendo de “buena fe” la orden del 

Primer Tribunal Ambiental. 

Ajuicio de Couso, “lo quetranspira es la vo- 

luntad de ampararse en errores propios para 

justificar un grave incumplimiento, en cla- 

ra transgresión del principio de buena fe”. 

Couso ataca además directamente uno de 

los argumentos esgrimidos por el gobierno, 

que decidió consultar a Contraloría por las re- 

glas de subrogación de los miembros titula- 

res del Comité, luego que los secretarios de 

Estado decidieron inhabilitarse el 23 de di- 

ciembre. En ese sentido, plantea que “no 

puede dejar de anotarse la manifiesta falta de 

buena fe que implica excusar -aunque sea 

implícitamente— el incumplimiento de una 

orden judicial en la ignorancia o incerteza res- 

pecto del sentido dela legislación vigente res- 

pecto de las reglas de subrogación por parte 

de un órgano integrado por seis ministros de 

Estado (ignorancia del derecho público vigen- 

te que habría forzado al Comité de Ministros 

a esperar pacientemente un dictamen de la 

Contraloría General de la República antes de 

actuar conforme a lo ordenado por el Primer 

Tribunal Ambiental)”. 

En esa línea, agrega que “resulta inaudito 

que se insinúe que un Comité de Ministros 

dotado de la asesoría de una legión' de abo- 

gados con expertise en derecho administra- 

tivo falte a su deber constitucional de cum- 

plir estrictamente con las resoluciones judi- 

ciales con el pretexto de ignorar las reglas de 

subrogación de sus ministerios”. 

Más adelante, el informe recuerda que, en 

un escrito presentado por el gobierno el pa- 

sado 14 de enero “se reconoció el incumpli- 

miento del plazo ordenado por el Primer Tri- 

bunal Ambiental para dictar una nueva reso- 

lución”, cosa que calificó como * sano para 

el Estado de Derecho chileno”, igualmente 

descartó que los argumentos señalados para 

justificar el incumplimiento del plazo “rei- 

teran la falta de buena fe que se espera de un 

órgano de la administración, puesto que 

vuelve a declarar que el incumplimiento no 

esimputable al Comité, a pesar de que fue el 

resultado de sus propias omisiones y retra- 

sos (...) en una actitud propia de un ligante 

mañoso, y no el actuar decoroso, imparcial 

y objetivo que se espera de un ente ejercien- 

do funciones cuasi-judiciales”. 

Además, apuntó también en contra del con- 

tenido de la nueva resolución que rechazó 

Dominga, señalando que “un análisis preli- 

minar (...) refleja que éste parece haber ac- 

tuado nuevamente sin la buena fe exigible a 

un órgano de la administración”, por cuan- 

to se esgrimieron materias recurridas “que 

pudieron no ser abordadas en dichas senten- 

cias ni habían sido resueltas por el Comité de 

Ministros del año 2023 . 

“La pregunta que queda pendiente es qué 

explica que este último no se haya pronun- 

ciado respecto de ellas, especialmente cuan- 

do —-vale la pena insistir—eran objeciones tan 

relevantes que en enero de 2025 fueron cru- 

cialesen el rechazo del proyecto”, subrayó.Q
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